
n Ketamina en embarque de 
un vuelo logístico de la FACh
El sábado, la Fuerza

Aérea de Chile (FACh)
informaba que se
detectó “un intento de
traslado de una sus-
tancia ilícita por parte
de funcionarios de la I
Brigada Aérea en
Iquique, previo a un
vuelo institucional
hacia Santiago”. Sin
embargo, el hecho
ocurrió al menos 48
horas antes. A la 1:00 de la madrugada del jueves 3 de julio, en la base
Los Cóndores de Iquique, un funcionario de la FACh sorprendió a dos
compañeros intentando subir a un Boeing 737 una maleta que no había
sido controlada. El contenido resultó ser 4 kilos de droga y, luego se
estableció que había otros tres involucrados. Los cinco fueron detenidos, y
luego dados de baja. Posteriormente, se llamó a la Policía de Investigacio-
nes, que identificó la sustancia ilícita como ketamina. 

El hecho ocurrió en la madrugada del jue-
ves, previo al despegue de un Boeing 737.
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n Sobornos a policías de “coyotes”
y traficantes en la frontera
En mayo de este año, la Fisca-

lía de Tarapacá anunció que una
investigación interna de Carabi-
neros y la propia “permitió la
detención de 13 funcionarios
activos de la Subcomisaría de
Huara y un funcionario en retiro,
todos investigados por el delito
reiterado de cohecho cometido en
el marco de sus funciones fiscali-
zadoras”. 

Los funcionarios policiales
cobraban a personas que se
movilizaban en vehículos, gene-
ralmente de nacionalidad bolivia-
na, para no someterse a los
controles correspondientes.
Según conocedores de la indaga-
toria que mantiene en prisión
preventiva a los funcionarios,

cobraban a “coyotes” entre $20
mil y $100 mil para evitar los
controles, cuyo resultado, en
algunos casos, permitió el ingreso
de traficantes de personas y
drogas al territorio nacional.

El general director de Carabine-
ros, Marcelo Araya.
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n Funcionarios del Ejército
habrían traficado cocaína
El caso de la FACh evocó rápidamente

otro hecho ocurrido a fines de junio. El
día 26 de ese mes, el Ministerio Público
formalizó una investigación contra siete
funcionarios del Ejército y un civil, quie-
nes integrarían una banda de traficantes
de drogas. Todos quedaron en prisión
preventiva tras una extensa y reservada
audiencia de siete horas, en la cual la
fiscalía relató que los imputados se
coordinaron y usaron vehículos para
ocultar y trasladar 192 kilos de cocaína
y pasta base desde Iquique a Santiago.

Las técnicas investigativas, como
escuchas telefónicas, permitieron la
identificación de cuatro cabos y dos
sargentos y un sargento 1º. Por su parte,
la persona civil correspondería a una
mujer que sería pareja de uno de los
involucrados.

Javier Iturriaga, coman-
dante en jefe del Ejército.
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n Indagan a fiscal por obstruir
investigación en causas de drogas
El 7 de mayo de 2024 se inició una

investigación penal contra el exfiscal
Jorge Mena, en la cual “es indagado por el
delito de obstrucción a la investigación en
el marco de sus actuaciones como fiscal
de Drogas de la Sexta Región”, según
informó la Fiscalía Metropolitana Occi-
dente, quienes apelarán ante la Corte de
Rancagua, por haberse sobreseído par-
cialmente al exfiscal. En concreto, se
investiga a Mena por no haber persevera-
do en el delito de tráfico en una causa en
la cual se encontraron 35 kilos de droga,
en dos viviendas conectadas entre sí, a
pesar de haber logrado anteriormente la
prisión preventiva de los imputados.
También, por tomar la misma decisión en
una causa por disparos injustificados, a
pesar de haber presentado una acusación.
También, se investigan otros hechos.

El fiscal Jorge Mena fue re-
movido en junio de 2024.

Un funcionario de Gendarmería quedó en prisión preventiva en mayo
de este año por su participación junto a dos reos de Colina I, quienes
elaboraron un negocio en el cual cobraban a familiares de otros internos
para ingresar al penal elementos prohibidos como drogas y celulares. 

El detenido cobraba $100 mil por ingreso y de dicha forma lograba
aumentar sus ingresos a cerca de $4 millones mensuales, según se
expuso en la audiencia de
formalización. Al momento
de su detención, el funcio-
nario intentó escapar y
deshacerse de una mochi-
la, donde se encontró 24
celulares, droga y $2
millones en efectivo.Logró
ganancias por sobre los
$30 millones en total,
según la causa. 

Varios de los líderes del
crimen organizado están
hoy encarcelados.

n Gendarme se coludió con reos
para ingresar celulares a penal

El funcionario quedó en prisión preventi-
va en mayo pasado.
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Martín Verrier, se-
cretario de Lucha
contra el Narcotrá-
fico y Criminalidad
Organizada.

En medio de una visita al país
realizada la semana pasada, en
donde participó en actividades de
coordinación entre autoridades de
la región efectuadas en dependen-
cias de la Fiscalía Nacional, el se-
cretario de Lucha contra el Narco-
tráfico y Criminalidad Organiza-
da de Argentina, Marín Verrier,
analizó el avance del crimen orga-
nizado en la región y, en específi-
co, en su país y en Chile.

Lo anterior, en un escenario
marcado por considerables dife-
rencias en la tasa de homicidios de
ambas naciones, siendo de 3,8 ca-
da 100 mil habitantes en el vecino
país y de 6,0 en territorio nacional
en 2024.

Para él, se trata de una situación
“atípica” que se explica por el
“efecto globo” que ha generado la
producción de cocaína en Colom-

bia, Perú y Bolivia hacia el Cono
Sur. Esto, dice, ha provocado una
proliferación del crimen organiza-
do en países “de alto nivel institu-
cional” como Uruguay y Chile, y
que ha repercutido en las tasas de
homicidio.

En esa línea, el secretario Ve-
rrier sostiene que “lo que vemos
muy claro y lo que aprendimos a
través del tiempo es que hay una
relación directa entre violencia
criminal y tráfico de cocaína. En
general, uno va a lugares de Chile,
de Argentina, de Uruguay donde
no hay tráfico de cocaína y no hay
violencia, hay tasas de homicidios
europeas”.

—¿Cómo se explica la diferencia
en las tasas de homicidio de Chile
y Argentina?

—Es una combinación de cosas.
Por ejemplo, Chile recientemente
creó el Ministerio de Seguridad.

Argentina identificó esa necesi-
dad hace unos 10, 12 años, aproxi-
madamente, cuando se separa se-
guridad del Ministerio de Justicia
y Seguridad. Esto hace que haya
un accountability, un control de
gestión más detallado del lideraz-
go político sobre la labor de fuer-
zas policiales y de seguridad.

“Otro fenómeno que explica
también que Argentina tenga por
ahí un nivel de resiliencia un po-
co más alto es la existencia de una
fuerza federal más allá de las poli-
cías estaduales o provinciales.
Entonces, Argentina tiene como
una instancia intermedia muy
significativa, nosotros tenemos
más de 100.000 efectivos en las
fuerzas federales que nos permi-
ten atacar el surgimiento de pro-
blemas muy graves como el de
Rosario, sobre el terreno y des-
plazando esa fuerza policial, sin
tener que recurrir a una fuerza

militar, que en general no está
preparada para estas cuestiones”.

—¿Y cuáles fueron los resultados
de esto? ¿Cómo lo evalúan?

—Rosario larga con una tasa de
22 homicidios cada 100.000 habi-
tantes en diciembre de 2023,
cuando asumimos en la adminis-
tración. A partir de ahí se diseña el
Plan Bandera, que consta de más
de 20 medidas simultáneas, don-
de una de ellas era el apoyo logísti-
co de las Fuerzas Armadas. Y el re-
sultado es que hoy la tasa de ho-
micidios se redujo a la mitad. 

“Lo importante y la lección que
nosotros aprendimos es que no es
cierto que uno no pueda atacar la
inseguridad en el corto plazo (...),
uno necesita ante todo pacificar el
lugar que ha sido tomado por el
crimen organizado. Si no, es im-
posible involucrar al resto de las
áreas del Estado”.

—Pese a propuestas transversa-
les, en Chile hay reparos en dar ta-
reas de seguridad a militares... 

—Me parece un poco injusto
cuando se critica a algunos países
que utilizan las fuerzas militares
para atacar esto. En primer lugar,
porque el crimen organizado se
transformó en nuestra región y
dejó de ser simplemente organiza-
ciones criminales dedicadas al de-
lito y pasó a ser una amenaza a la
seguridad nacional. 

“En Argentina tenemos plena
prueba de que hemos tenido
vinculaciones entre Hezbolá,
promovido por Irán, pero que
han utilizado redes criminales
locales para ejecutar los actos te-
rroristas. Esas redes siguen acti-
vas. Por lo cual, yo no criticaría
nunca a un Estado que encuen-
tra en las Fuerzas Armadas la he-
rramienta para enfrentar el cri-
men organizado”.

—¿Qué alarmas enciende el Tren
de Aragua en Argentina?

—En Argentina hemos detecta-
do una célula también del Tren de
Aragua hace tres semanas, tam-
bién dedicada al lavado de dinero.
Pero obviamente nos preocupa
porque son fenómenos que el Co-
no Sur antes no tenía, y que es una
de las grandes tendencias, aparte
de este fenómeno de convergencia
criminal.

Martín Verrier, secretario de Lucha contra el Narcotráfico de Argentina:

“El crimen organizado se transformó en la región
y pasó a ser una amenaza a la seguridad nacional”

OLIVER RODRÍGUEZ G.

La autoridad trasandina aborda el recrudecimiento delictual nacional, marcado por bandas como el Tren de
Aragua, y cómo esto ha generado diferencias en las tasas de homicidios de Chile y Argentina.
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Distintos niveles de protago-
nismo y diferentes delitos.
Funcionarios de varias institu-
ciones públicas —incluidas las
Fuerzas Armadas y de Or-
den— darían cuenta de que el
crimen organizado, cada vez
más arraigado en el país, ha co-
menzado a permear el Estado. 

El jueves pasado, un avión
institucional de la Fuerza Aé-
rea debía despegar desde Iqui-
que para dirigirse a Santiago;
sin embargo, días después se
supo que cinco funcionarios
fueron detenidos por haber in-
tentado ingresar droga a dicho
vuelo (ver recuadro). 

Sobre este caso, la fiscal de
Tarapacá, Trinidad Steinert,
sostuvo ayer en Radio Univer-
so que se habrían acreditado
“por lo menos 10 envíos” y
“que venían operando al me-
nos desde el año pasado, en es-
te mismo modus operandi”. 

Desde el Gobierno han re-

cordado que estas organiza-
ciones necesitan la “adhesión”
de funcionarios públicos que
les permitan operar, y esta y
otras indagatorias —que in-
cluyen drogas, trata de perso-
nas, sobornos y omisión de
controles— evidencian que en
algunos casos lo estarían con-

siguiendo.
Para el investigador del Cen-

tro de Estudios de Conflicto y
Cohesión Social (COES), Ma-
tías Garretón, “efectivamente,
la penetración del crimen orga-
nizado en instituciones del Es-
tado no es solo una etapa clave,
sino que es ‘la etapa clave’, por-

que en el fondo llega un punto
en el que el crimen organizado
no puede seguir creciendo si
no corrompe las instituciones
encargadas de controlarlo”.
Así, profundiza que “el objeti-
vo primario del crimen organi-
zado es corromper las institu-
ciones que lo controlan”, y que

“si se pasa un cierto umbral de
penetración y de generaliza-
ción de esta corrupción, ya no
tenemos vuelta atrás”.

A su vez, la académica de la
Universidad San Sebastián,
Pía Greene, advierte “que es-
tamos en una etapa donde el
crimen organizado está pene-

trando más en las institucio-
nes del Estado y, efectivamen-
te, las instituciones que están
más cercanas a la frontera,
que tienen más funciones y
atribuciones, y están más cer-
canas a la organizaciones cri-
minales, son más elegibles pa-
ra ser corrompidas”.

Tras últimos casos que afectan a las Fuerzas Armadas y de Orden 

Drogas, sobornos y omisión de controles:
casos que dan cuenta de la permeabilidad
institucional ante el crimen organizado

E. CANDIA e I. MARTINIC

Expertos dicen que estos contactos en entidades públicas son “la etapa clave” y el “objetivo primordial” de
este tipo de delincuencia. Si se pasa cierto “umbral” de corrupción, agregan, “no hay vuelta atrás”. 

Dando un giro de 180 grados en 24
horas, y tras una inédita intervención del
Presidente Gabriel Boric, la Fiscalía de
Aviación de Iquique entregó ayer al
Ministerio Público parte de los antece-
dentes sobre la detención de cinco fun-
cionarios de la FACh —ahora dados de
baja— que iban a embarcar 4 kilos de
ketamina en un Boeing 737 institucional
que volaría a Santiago, caso que aún es
indagado por la justicia militar.

Fue el propio mandatario —en la reu-

nión que ayer tuvo en La Moneda con los
comandantes en jefe de las FF.AA., el jefe
del Estado Mayor Conjunto y los minis-
tros del Interior, Defensa y Seguridad
Pública para analizar los últimos episodios
de narcotráfico en instituciones armadas
(ver nota principal)— quien instruyó a la
FACh que enviara la información a la
Fiscalía Regional de Tarapacá.

Ello, porque el lunes, el fiscal de Avia-
ción de Iquique, Carlos Yáñez, había
rechazado una petición en tal sentido de

esa fiscal regional, Trinidad Steinert. En
un oficio dado a conocer ayer por Ex-
Ante, Yáñez argumentó que a él “no le es
lícito informar, comunicar o remitir los
antecedentes relativos a hechos que
puedan revestir el carácter de delito que
se encuentren sometidos al conocimiento
de un Tribunal Militar”.

Un día después, ayer, la FACh informó
que luego de un “riguroso análisis”, Yáñez
“ha resuelto remitir los antecedentes de la
causa a la Fiscalía Regional de Tarapacá”. 

Poco después, el propio comandante en
jefe de la FACh, general Hugo Rodríguez,
afirmó ante la prensa en el Congreso que
“el Presidente en esto no tiene injerencia
respecto de dar una indicación o no (a la
Fiscalía de Aviación), porque esto tiene
que ver con los tribunales de justicia”. No
obstante, agregó más tarde en la comi-
sión de Defensa de la Cámara, se resolvió
entregar los antecedentes a Steinert,
porque “necesariamente” el caso termi-
nará en la justicia ordinaria dado que

habrá civiles involucrados.
Steinert, en tanto, confirmó que la

FACh le envió solo cinco páginas del auto
de procesamiento por tráfico de drogas
contra los cinco detenidos. “Vamos a
esperar lo que resuelva la Corte de Ape-
laciones de Iquique —respecto de la
contienda de competencia entre la justicia
civil y militar— a fin de que nos remitan
mayores antecedentes”, que consideró
necesarios para “hacer una buena argu-
mentación jurídica”, concluyó. 

Tras inédita orden presidencial, fiscal de Aviación envía cinco páginas del caso al Ministerio Público

Se decretó la pri-
sión preventiva de un
funcionario de la
Policía de Investiga-
ciones (PDI) en mayo
pasado. Se le imputa
haber facilitado el
ingreso y salida a
través del Aeropuerto
Internacional Arturo
Merino Benítez a dos
imputados ligados a
bandas de lanzas
internacionales. 

Los ladrones se dedicaban a
robar, principalmente, en Esta-
dos Unidos y mediante un es-
tructurado “trabajo familiar”,
lavaban el dinero en Chile me-
diante empresas de fachada. El

funcionario de la PDI, según se
relató en su formalización, co-
braba entre $1 y $1,5 millones
por este servicio, además habría
tratado de involucrar a otros
compañeros de funciones al
negocio.

El imputado habría recibido entre $1y $1,5 mi-
llones por cada vez que aceptó el soborno.
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n Funcionario PDI permitía ingreso
y salida de lanzas internacionales

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

09/07/2025
  $5.988.025
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      29,11%

Sección:
Frecuencia:
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